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18° Reunión Regional Americana de la Organización Internacional del Trabajo

 Lima, Perú, 13 al 16 de octubre de 2014.

Aportes de la Internacional de Servicios Públicos sobre el Informe del Director General de la Organización Internacional del Trabajo: “Las Américas ante los retos del siglo XXI: empleo pleno, productivo y trabajo decente”
1. Desde la Internacional de Servicios Públicos, la Federación Sindical global que nuclea a más de 20 millones de trabajadores y trabajadoras de los servicios públicos, con presencia en 150 países, saludamos la realización de esta 18° Reunión Regional Americana de la Organización Internacional del Trabajo, esperando que sus debates y conclusiones nos permitan fortalecer el compromiso de los actores sociales, para garantizar el cumplimiento de las normas Internacionales del trabajo en las Américas y en el mundo.
2. Como señala el Director General en su informe: “América es una región heterogénea, donde se encuentran algunas de las economías más avanzadas, junto a economías emergentes, (y otros) entre los más pobres a nivel global”. Agregamos nosotros, que esta heterogeneidad tan marcada en cuanto al desarrollo económico, también se manifiesta en el campo de los desafíos sociales, el cumplimiento de las normas laborales, y con relación a los objetivos  políticos centrales que adoptan los Gobiernos para promover cambios sociales efectivos que garanticen la movilidad social ascendente.
3. En su Informe, el Director General sostiene que pese a las diferencias “todos los países han aceptado y promueven activamente los principios del Programa de Trabajo Decente de la OIT”, y esto es así desde lo programático y discursivo, pero no se verifica en las políticas concretas. La mayoría de los Gobiernos se presentan públicamente como respetuosos de los principios de la OIT, pero sus acciones no van en el mismo sentido de lo que expresan. Esta afirmación general admite la honrosa excepción de un grupo de países de la región que impulsan políticas progresistas, inclusivas y de ampliación de derechos, pero, en la mayoría de los países del continente hemos sufrido en los últimos años regresiones normativas, afectaciones graves de derechos laborales, y continuamos con las fuertes violaciones a los derechos humanos laborales que llegan hasta los extremos de la violencia antisindical, situación que se expresa con fuerza entre los propios trabajadores al servicio de los Estados.
4. En los servicios públicos podemos dar fe de la distorsión existente entre lo que dicen los Gobiernos y lo que hacen en concreto.  Un claro ejemplo está en el derecho a la negociación colectiva de los trabajadores que representamos. A pesar de contar en la región con un buen nivel de ratificación de los Convenios 151 y 154, de haber desarrollado intensas campañas conjuntas entre la CSA, la ISP y la OIT promoviendo la importancia del diálogo social y la negociación colectiva en el sector público y de contar, en lo formal, con declaraciones públicas  favorables de los Gobiernos, siguen siendo más los países donde no existe la negociación colectiva plena en el sector público con relación a aquellos donde es permitida en forma restrictiva o directamente no es aceptada. Por lo anterior, llamamos a mantener un programa conjunto que permita un mayor número de ratificaciones de los convenios 151 y 154 y de seguimiento a su aplicación integral.
5. Desde la ISP instamos a la OIT a seguir trabajando juntos. Es indispensable incluir en el “Plan de Trabajo” para los próximos años el apoyo a la promoción de la negociación colectiva en el sector público. Los Gobiernos deben dar el ejemplo y comprometerse en procesos efectivos, conducentes, reglados de negociación colectiva sobre la base de la buena fe y el respeto a los principios establecidos en las normas internacionales del trabajo. El movimiento sindical americano en todas sus expresiones espera poder avanzar decididamente en esta materia para los próximos años y presentar un cuadro evolutivo.
6.  El problema de la “desigualdad en la distribución del ingreso y en el acceso a bienes servicios y oportunidades”, se manifiesta lógicamente en el informe del Director General como uno de los temas principales que la región debe atender en forma urgente a través de políticas que definimos desde el movimiento sindical como prioritarias, inclusivas y redistributivas.
7. La definición acerca de la necesidad de garantizar servicios públicos de calidad para todos y todas, se encuentra en el lugar principal entre los principios ideológicos de quienes, desde la Internacional de Servicios Públicos, todos los días trabajamos sindicalmente, con la doble responsabilidad de defender los intereses y derechos laborales de los trabajadores que representamos, pero al mismo tiempo, sostener desde nuestro propio lugar de trabajo, desde la misma labor, la necesidad de impulsar reformas que permitan acceder al conjunto de la población a los servicios públicos.

8. El acceso a bienes, servicios y oportunidades del conjunto de la población, en el contexto de la definición política de su necesidad, en función de la implementación de políticas que nos permitan  ir acortando la brecha de desigualdad, solo es posible con servicios públicos de calidad para todos y todas. Desde la ISP agregamos que esto solo es posible si los trabajadores y las trabajadoras de los servicios públicos realizan sus tareas en un marco de absoluto respeto de sus derechos laborales, en condiciones seguras y con salarios justos.

9. La “informalidad laboral” se presenta en el informe, y con razón, como otro de los problemas centrales que afectan a la región. La definición del trabajo informal requiere de la comprensión de distintos colectivos laborales, dispersos en actividades diversas, pero que en todos los casos se verifica el común denominador de la falta de protección social, la imposibilidad de los trabajadores de gozar plenamente de sus derechos laborales, la percepción de salarios inferiores a los abonados en el sector formal de la economía, y la condición de inestabilidad.  A esta situación no escapan los trabajadores y trabajadoras de la administración pública.
10. Cuando se analizan estos colectivos de trabajadores y trabajadoras se hace especial énfasis con relación al trabajo cuentapropista, autónomo, a los trabajadores con contratos irregulares en áreas de baja productividad y/o de requerimientos bajos de calificación. También se reseñan colectivos de trabajadores y trabajadoras como el sector rural o el servicio doméstico donde por razones históricas, nunca justificables por cierto, se mantienen grandes niveles de informalidad. Ahora bien, desde la Internacional de Servicios Públicos queremos señalar ante esta Reunión Regional que uno de los mayores generadores del trabajo informal en nuestra región son los Estados tanto en los niveles nacionales, como en los provinciales y municipales o locales.
11. En la gran mayoría de los países del continente, pese a la resistencia y lucha de los sindicatos, los Gobiernos han generado nuevas categorías de “trabajadores informales del Estado” que realizan las mismas tareas que los empleados regulares, pero que no acceden a los mismos derechos. La Organización Internacional del Trabajo debe tomar nota de esta situación que sigue en aumento, y desde el movimiento sindical, especialmente desde la Internacional de Servicios Públicos, queremos alertar sobre el doble mensaje de muchos gobiernos que se sientan a la mesa a discutir sobre la necesidad de combatir la informalidad laboral, pero que al mismo tiempo contratan a través de vías fraudulentas a trabajadores a quienes les niegan sus derechos laborales y el acceso a la protección social.

12. La “transición de la informalidad a la formalidad” que propone como estrategia el Director General en su informe, y que debe ser asumida por los Gobiernos y acompañada por los actores sociales, encuentra en esta problemática un punto central de definición política:  Si los Gobiernos se comprometen, deben regularizar en forma inmediata a todos sus trabajadores precarizados, permitirles el acceso pleno a todos sus derechos laborales y sociales, y generar políticas transparentes de acceso al empleo público. Desde la ISP solicitamos el apoyo de la OIT para implementar un programa específico tendiente a eliminar el trabajo informal en los servicios públicos.
13. El Director General, a través de su informe, nos propone a los actores sociales que nos demos una política de “diálogo social efectivo como fundamento de la estrategia de desarrollo con trabajo decente”, y los trabajadores y trabajadoras del sector público presentamos nuestro acuerdo a esta invitación. En tal sentido, hemos propuesto en el “Foro Bipartito para la negociación colectiva en el sector público” realizado en Brasilia en 2012, que con apoyo de la OIT, los Gobiernos y los sindicatos del sector público pongamos en marcha el “Foro Latinoamericano de Promoción del Diálogo Social y la Negociación Colectiva en el Sector Público”, de tal modo que generemos un espacio donde, anualmente, compartamos las nuevas experiencias, debatamos, alcancemos acuerdos, y proyectemos nuevos desafíos.
14. El informe nos presenta un análisis de evolución económica y diagnostica perspectivas de un moderado crecimiento. Al mismo tiempo resalta los avances y mejoras que se experimentaron en la última década. Sobre esta situación quisiéramos plantear, en sintonía con lo que expresa el Director General, que los cambios producidos obedecen a las políticas sociales que se dieron en algunos países de la región que soberanamente abandonaron las políticas ortodoxas que en otras décadas impusieron los organizaciones financieras internacionales, para pasar a aplicar políticas de inclusión social y redistribución de la renta. 

15. La crisis económica desatada en EEUU y Europa han impactado duramente sobre América Latina, a pesar de ello, desde el sector sindical creemos que hay que redoblar los esfuerzos para proyectar estrategias que se basen en la convicción de que no existe el crecimiento si no va de la mano del desarrollo con justicia social. El crecimiento de las variables económicas sin políticas equitativas basadas en la redistribución inclusiva y el progreso del conjunto, solo significan crecimiento formal y no real, y la mayoría de las veces se proyectan en mayores niveles de desigualdad. Los trabajadores y las trabajadoras tenemos bien en claro que no existen las “políticas de derrame”. La “mano invisible” del mercado nunca se cansa de concentrar dinero y ampliar la desigualdad. Para crecer hacen falta políticas activas, concertadas, que permitan el crecimiento del conjunto de la sociedad.

16. Queremos más y mejores empleos.  Para ello, la OIT y los actores sociales debemos impulsar políticas activas de crecimiento sustentable e inclusivo. La formación profesional de los trabajadores y trabajadoras, así como la mejora de la calidad de sus niveles educativos, deben estar en el centro de la estrategia de crecimiento. 
17. Especial atención requieren los y las jóvenes quienes sufren las mayores tasas de desempleo en la totalidad de los países de la región, y también encabezan todas las estadísticas de informalidad. En el sector público ya prácticamente no ingresan trabajadores estables jóvenes sin antes tener que pasar años trabajando con contratos precarizados, hasta que unos pocos pasan el filtro y acceden a sus derechos con plenitud. Debemos fomentar políticas activas de primer empleo, de acceso de los jóvenes al trabajo formal, y en el sector público impedir que los y las jóvenes sean precarizados. La OIT debe promover políticas activas dirigidas a garantizar el acceso de los jóvenes a empleos de calidad, y los actores sociales debemos comprometernos en esta tarea.
18. En materia de “libertad sindical” nuestra región tiene un gran déficit, y de ello dan cuenta las numerosas quejas y reclamos que año tras año llegan a los órganos de control de la OIT desde los distintos países de nuestro continente. Los trabajadores de los servicios públicos hemos sufrido a lo largo de los años el peso de los “estados empleadores” más terribles, como por ejemplo, cuando los gobiernos en el Cono Sur fueron usurpados por los dictadores que frente a las exigencias sindicales no dudaron en despedir, encarcelar, desaparecer o matar a nuestros compañeros y compañeras que reclamaban ni más ni menos que se les garantice cumplimiento efectivo de sus derechos. Hoy el panorama político de la región es otro, la gran mayoría de los países gozan de estabilidad política y prácticas democráticas sostenidas y se han conquistado derechos políticos y sociales. Sin embargo, aun  existen nichos de intolerancia, restricciones abusivas, violencia institucional, y prácticas autoritarias que deben ser combatidas y repudiadas en conjunto por los actores sociales y la comunidad internacional.
19. En materia de violación de derechos humanos laborales, y de atentados contra la vida de los y las dirigentes sindicales vemos con preocupación cómo se extiende la cantidad de países donde se generaliza la violencia contra los luchadores y las luchadoras sociales. Los crímenes antisindicales continúan en Colombia, y se multiplican en Guatemala, Honduras y El Salvador. Necesitamos de acciones urgentes que frenen la violencia, de políticas de Estado que preserven la vida de las personas, que garanticen el derecho al ejercicio de la actividad sindical y generen condiciones de paz social. La OIT debe hacer escuchar su voz, los gobiernos progresistas deben intervenir solidariamente con los trabajadores para frenar la violencia condenando estas prácticas y la comunidad internacional no puede permitir la violencia contra los sindicalistas. Desde la Internacional de Servicios Públicos desplegamos permanentemente nuestra política de solidaridad y acción urgente, necesitamos de mayor compromiso y firmeza de los gobiernos y los organismos internacionales. 
20. Existen en nuestra región situaciones concretas de incumplimientos graves sobre las que debemos actuar con urgencia. Por ejemplo, es inconcebible que el Estado Panameño no reconozca jurídicamente a los sindicatos del sector público, cómo podemos aceptar que esto continúe así. Por su parte, una nueva amenaza se evidencia en contra de los trabajadores públicos del Ecuador, categorizados como obreros, quienes de pasar la enmienda constitucional propuesta por el Gobierno,  perderán definitivamente su derecho de organizarse en sindicatos y negociar colectivamente.  Los compromisos internacionales que asumen los Estados a través de la suscripción de los Convenios Internacionales deben ser de cumplimiento exigible en los niveles nacionales e internacionales, y no se puede admitir la dilación permanente, porque un derecho que no puede ser ejercido en tiempo y forma, deja de serlo, para convertirse en una mera expresión de deseos. Los actores sociales y la OIT, debemos dar un paso adelante generando mayores niveles de compromiso y exigiendo el cumplimiento.

21. En materia de equidad entre mujeres y hombres, en todas las dimensiones, y especialmente en lo relativo al mundo del trabajo, debemos seguir haciendo nuestros máximos esfuerzos para achicar las diferencias y alcanzar la igualdad. La OIT ha sido muy importante en estos años generando estudios, promoviendo debates, y brindando asistencia técnica para fortalecer a los interlocutores sociales, sensibilizar a la sociedad y operar cambios sustanciales. Desde la Internacional de Servicios Públicos entendemos que esta debe seguir siendo una prioridad del “Plan de Trabajo” regional de la OIT.
22. Finalmente queremos expresar un agradecimiento y expresar algunas afirmaciones sobre  cuestiones actuales de debate, en el marco de las últimas reuniones institucionales de la OIT. El agradecimiento es por el importante apoyo que la OIT ha brindado a la Internacional de Servicios Públicos y sus afiliadas, queremos dejar constancia pública de ello, y especialmente destacar la labor de los funcionarios y funcionarias de ACTRAV en el nivel regional, subregional y local, por su dedicación, compromiso, profesionalismo y solidaridad frente a los problemas que enfrentamos día a día. Extendemos también el agradecimiento a SECTOR por el trabajo realizado en los últimos dos años en el sector público.

23. Con relación a los temas en debate promovidos por la OIT, en primer lugar celebramos la discusión que se generó a partir del Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación y Convenios y Recomendaciones denominado “la negociación colectiva en la administración pública: un camino a seguir” que fue analizado en la 102° CIT de 2013, y que tuvo continuidad en las deliberaciones de la Conferencia de Alto Nivel organizada por SECTOR en Ginebra en marzo de este año, donde entre otras conclusiones, se fijó la necesidad de establecer políticas regionales sobre la promoción de la negociación colectiva en el sector público. Después de muchos años en donde la problemática de los trabajadores y trabajadoras del Estado estuvieron ausentes en los más altos niveles de discusión, queremos destacar la importancia de estos encuentros, y sostener que desde la ISP entendemos que es necesario darle continuidad a los acuerdos alcanzados. Es por ello, que instamos a la OIT a tomar nota de estas conclusiones en incorporarlas como metas en el Plan de Trabajo regional, para darle continuidad a los acuerdos alcanzados.

24. En segundo lugar, queremos expresar desde las afiliadas americanas a la Internacional de Servicios Públicos, que la lógica histórica de la OIT debe ser respetada, siendo esta una organización de carácter tripartito, fundada en la más valiosa doctrina del derecho social que no puede ser bastardeada y puesta en jaque bajo supuestos debates formales, que buscan deslegitimarla en su carácter fundamental de generadora de políticas progresistas internacionales, y normas consensuadas sobre la base del diálogo social. En América el derecho a la huelga ha sido consagrado constitucionalmente en la mayoría de los países, y esto es así porque los trabajadores y las trabajadoras lograron imponerlo a través de luchas que costaron el esfuerzo, el sacrificio y hasta la vida de muchas generaciones de activistas sociales. La expresión global de la consagración del derecho a la huelga se encuentra en el Convenio N° 87 de la OIT, y no vamos a ceder este derecho, conquistado a la salida del holocausto, como producto de un acuerdo social fundado en el concepto de que la justicia social es la única garantía para alcanzar la paz duradera. Apoyamos con total convicción la política desarrollada en el Consejo de Administración y en la Conferencia de la OIT por el grupo de los trabajadores, así como la estrategia planteada por la Confederación Sindical de las Américas y la Confederación Sindical Internacional para ratificar nuestra más profunda convicción sobre la consagración del derecho a la huelga en las Normas Internacionales del Trabajo.
25. Los trabajadores y las trabajadoras de los servicios públicos estamos convencidos de la importancia que tiene la Organización Internacional del Trabajo para fomentar el trabajo decente, para brindar asistencia técnica y acompañamiento a los actores sociales, para mediar y generar el diálogo en condiciones muchas veces de alta complejidad, y para garantizar espacios de reflexión en el medio del vértigo de los cambios sociales y las tensiones ideológicas. Es por ello que llegamos a esta Reunión Regional con aportes concretos, con el espíritu abierto y con la convicción de que la única forma de avanzar es en conjunto, fortaleciendo el diálogo social, aceptando con respeto las opiniones distintas, y llegando a acuerdos sustentables que nos permitan construir una sociedad más justa, solidaria e inclusiva.
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